Radicado: 66045 60 00 061 2011 00114 01

Procesados: Luis Alberto Pareja Bermúdez 

Delito: Acceso carnal abusivo con menor de 14 años

Asunto: Auto que declara innecesario la repetición del juicio oral

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Radicado:
66045 60 00 061 2011 00114 01

Procesado:
Luis Alberto Pareja Bermúdez 

Delito:

Acceso carnal abusivo con menor de 14 años

Asunto:

Auto que declara innecesario la repetición del juicio oral

TEMAS:
RECONSTRUCCIÓN PARCIAL DEL EXPEDIENTE / ELEMENTOS PROBATORIOS / ES INNECESARIO RECONSTRUIR SI SE CUENTA CON TRANSCRIPCIÓN O SÍNTESIS SUFICIENTE Y NO IMPUGNADA DE LAS PRUEBAS PERDIDAS O DESTRUIDAS / LA PÉRDIDA O DESTRUCCIÓN DEL EXPEDIENTE NO GENERA NULIDAD PROCESAL.
La Ley 906 de 2004 no contempla de manera expresa una solución para aquellos eventos en los cuales se ha presentado una pérdida de los registros de las audiencias vertidas al interior de un proceso penal. (…)
3.4 Sobre el tema particular, la Corte Suprema de Justicia ha referido que la ausencia de registro no vicia de nulidad lo actuado, si existen otro tipo de registros, como es el caso de las actas, que puedan sustituir los audios y videos de las audiencias, siempre y cuando en las mismas se consigne detalladamente lo acontecido en una diligencia determinada, es decir, que contenga el objeto, el debate y la decisión adoptada dentro de la misma, sin que exista duda alguna sobre la veracidad de lo allí consignado. (…)

“Esta Sala cuenta con un precedente en un caso similar al puesto de presente, en el que no hubo posibilidad de escuchar los registros para efectos de proferir la sentencia de segunda instancia, toda vez que habían sido cercenados o suprimidos en los apartes en donde estaban grabados los testimonios de cuatro agentes; no obstante, el Tribunal no decretó la nulidad a efectos de practicar nuevamente esas pruebas, sino que emitió la decisión de segunda instancia de conformidad con la información válidamente obtenida acerca de lo efectuado en las audiencias (reconstrucción realizada con fundamento en los apuntes o notas que fueron suministradas a esta Sala de decisión por las partes y la señora juez de primera instancia). (…)
… en el presente asunto resultan aplicables las disposiciones del artículo 155 de la Ley 600 de 2000, ya que como se advirtió, se cuentan con “soportes documentales” de las actuaciones que desaparecieron a causa del incendio del despacho, los cuales se encuentran plasmados en la decisión de primer nivel y en documento allegado por la exempleada de esa célula judicial.  

En ese orden de ideas, hay que manifestar que pese a la ausencia de esos registros magnetofónicos, no existe oposición de ninguna de las partes sobre la síntesis probatoria existente en el fallo recurrido y los apuntes personales y transcripciones allegados por parte de la secretaría del Juzgado Promiscuo Municipal de Apía, frente a los cuales incluso el Delegado del Ministerio Público y defensa, indicaron que no se si avizoraba una falsedad o un ánimo de engañar a los demás sujetos procesales con el contenido de ese documento…
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, doce (12) de octubre de dos mil dieciocho (2018)
Acta Nro. 920
Hora: 9:20 a.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR

Se pronuncia la Sala sobre los efectos de la actuación cumplida el 31 de enero del año en curso dentro del proceso adelantado contra el señor Luis Alberto Pareja Bermúdez, por la conducta punible de acceso carnal abusivo con menor de 14 años en concurso homogéneo.

2. ANTECEDENTES
2.1 Mediante sentencia del 26 de septiembre de 2012, el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, Risaralda, sentenció al señor Luis Alberto Pareja Bermúdez a la pena principal de 19 años de prisión, como responsable de la conducta antes mencionada.

2.2 La decisión fue apelada por su defensora.

2.3 En oficio Nro. 512 del 12 de octubre de 2012 (folio 83), la secretaria del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía consignó lo siguiente: “el expediente consta de 01 cuaderno con 81 folios y un C.D. con los registros magnetofónicos”. (Subrayado fuera de texto).

2.4 Al momento de empezar elaborar el respectivo proyecto de fallo de segunda instancia, se advirtió que pese a la anterior constancia lo real era que en ese CD no obraba la actuación correspondiente a las sesiones del juicio oral del 14 y 26 de agosto de 2012 (folios 54 a 56 y 58), por lo cual se le solicitó a quien fungía como titular de ese despecho para esa fecha, a la defensora y a la delegada de la FGN, que allegaran el material que tuvieran disponible sobre esa actuación. En ese mismo sentido se requirió a la exsecretaria de esa célula judicial. 

2.3 Como no se pudo conseguir el registro del juicio y no se contaba con copia del mismo, por una razón determinante como fue la conflagración que destruyó las instalaciones del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, según la información que entregaron los funcionarios requeridos
, se dio inicio al procedimiento para la reconstrucción de la actuación cumplida en el juicio oral 

2.4 Para el efecto se convocó a audiencia que tuvo lugar el 20 de noviembre de 2017 (folio 183 a 185). A dicho acto comparecieron el delegado del Ministerio Público y de la FGN, y el doctor Jaime Rojas Ramírez en calidad de defensor del acusado, a quien la doctora Miriam Adiela Marín Arboleda le sustituyó poder conferido por el señor Luis Alberto Pareja Bermúdez, con la salvedad de que era única y exclusivamente para asistir a la “audiencia de lectura de sentencia” programada para fecha antes referida (folio 182). 
2.4.1 Dicha diligencia fue anulada por esta Corporación mediante determinación aprobada con acta Nro. 1372 del 12 de diciembre de 2017 (folio 174 a 176), ante la vulneración a las garantías constitucionales y procesales a la defensa y al debido proceso del señor Luis Alberto Pareja Bermúdez, la cual fue notificada a las partes en la diligencia que se celebró el 14 de diciembre de ese mismo mes y año (folio 177).  
2.4.2 La diligencia que también tenía como objetivo que las partes se manifestaran respecto a la posibilidad de que se adoptara la decisión de segunda instancia con base en la sinopsis probatoria contenida en el fallo de primera instancia, sobre la prueba testimonial y pericial practicada en el proceso a instancias de la FGN y la defensa y con las notas y documentos allegados por el ente acusado y por la exsecretaria del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, tuvo que ser suspendida ya que el representante de las víctimas no compareció a dicho acto. 
2.5 El 31 de enero de 2018 se reanudó la audiencia de reconstrucción del juicio oral en la que aconteció lo siguiente: 
2.5.1 El delegado de la FGN manifestó lo siguiente: 

· El acusado Luis Alberto Pareja fue acusado por acceder carnalmente al menor JDLD, quien era hijo de su compañera sentimental, contaba con la corta edad de 6 años, para la fecha de los hechos por los cuales fue condenado oportunamente. 

· La FGN adelantó la investigación, recolectando los EMP que sirvieron como base para solicitar la orden captura del acusado, lográndose la aprehensión del mismo. Igualmente se evacuaron todas las etapas procesales en las que se solicitaron y se practicaron las pruebas pretendidas por las partes, y el A quo tuvo la oportunidad de examinar de manera directa las pruebas allegadas. Se debe tener en cuenta que la defensa asumió su rol y le garantizó los derechos al señor Pareja Bermúdez, y una vez finalizó el período probatorio y se realizaron los alegatos de conclusión, el juez emitió un fallo de condena, luego de haber examinado todos los elementos de convicción. 

· En el caso sub judice se debe fijar máxima atención en el hecho de que el menor víctima hizo un señalamiento directo contra el procesado, pues este declaró durante el juicio, y sus dichos fueron corroborados a través de la declaración de la progenitora del menor, la cual fue transcrita y allegada por la secretaria del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, en la que se establece que esa testigo le recriminó lo acontecido al señor Pareja y éste aceptó su responsabilidad frente a los hechos. 

· Los elementos enunciados sirvieron para que en primera instancia el señor Pareja Bermúdez fuera condenado. 

· Si bien es cierto la defensa pretende que se garanticen los derechos de su prohijado, se debe tener en cuenta que el transcurso del tiempo y la pérdida los registros no puede ser una carga que deba soportar una víctima de 6 años de edad, y en ese sentido es necesario tener presentes los diversos pronunciamientos de las Altas Cortes en el sentido de que los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás, y de conformidad con los instrumentos internacionales que hacen parte del Bloque de Constitucionalidad son sujetos de especial protección.
· En casos como el presente en el que se quemaron los registros de las audiencias, se debe acudir a la integralidad de las normas, y por lo tanto se puede dar aplicación a la Ley 600 de 2000, ya que muchas de las actuaciones que se desarrollan en el nuevo sistema son escriturales, y por ello resulta viable que los elementos y documentos allegados por las partes, y los apuntes realizados por la secretaría del despacho de primer nivel, de los cuales les dieron traslado, sean valorados para la emisión de una sentencia de segunda instancia por parte de este Tribunal. 
· Los elementos que se allegaron de manera escrita pueden dar una noción a los Magistrados de lo que aconteció en el juicio, de lo que quedó acreditado y de los contrainterrogatorios de la defensa, lo cual sirvió para emitir un fallo de condena en contra del procesado. 
· Es viable que se adopte una determinación por parte de la Sala Penal de este Tribunal con base en la documentación que figura en el proceso, bien sea confirmándola o revocándola, pero salvaguardando las garantías de un menor que no debe ser revictimizado. 
· Solicitó que se profiriera la decisión de segunda instancia sin necesidad de reconstruir el juicio oral. 

· No objetó los documentos allegados por las partes, considerando que con base en eso se podía adoptar la decisión de segunda instancia. 
2.5.2 El apoderado de las víctimas coadyuvó los argumentos de la FGN, argumentando lo siguiente: 
· Está conforme con los documentos de los cuales se le dio traslado. 

· Consideró que existen normas prevalentes en materia de derechos de los niños,  que incluso son superiores a los del acusado. 
· En la carpeta obran todos los elementos de juicio para emitir un fallo de segunda instancia y por lo tanto no es necesario repetir el juicio, ya que se estaría revictimizando al menor.
· No tiene objeción frente a los documentos de los cuales le dieron traslado. 

2.5.3 El delegado del Ministerio Público realizó las siguientes consideraciones:
· De conformidad con lo establecido en el artículo 155 de la Ley 600 de 2000, el juicio oral puede ser reconstruido, norma que es aplicable en el Sistema Penal Acusatorio ya que dicho precepto aún se encuentra vigente. 

· Los derechos del menor deben ser salvaguardados ya que no debe ser revictimizado, lo cual no se vería reflejado si se rehicieran las actuaciones o se declarara una nulidad de la actuación, máxime cuando en el presente asunto no existieron irregularidades procesales. 
· Existen elementos mediante los cuales se podría emitir un fallo de segundo nivel. En ese sentido se debe tener en cuenta que el A quo realizó una detallada narración de los hechos objeto de investigación, fuera de que se allegó una relación de las pruebas casi que literal de lo acontecido en el juicio oral por parte de la secretaria de ese despacho.
· A su modo de ver existe la manera de reconstruir lo que aconteció en las audiencias del juicio oral con base en el documento allegado por la empleada del juzgado de primera instancia, frente a quien no se predica una falsedad ideológica respecto a dicha transcripción o que tenga un interés de engañar a las partes. 
· Es viable realizar la reconstrucción de lo acontecido en la vista pública, con base en lo plasmado en la sentencia de primera instancia, en los apuntes allegados por la secretaría de ese juzgado y con lo obrante en la carpeta del proceso. 
· No tiene objeción alguna sobre los EMP puestos en consideración de las partes. 

2.5.4 La defensora del acusado se opuso a lo referido por las demás partes de la causa, aduciendo lo siguiente:

· Si bien es cierto los derechos de los niños son prevalentes, estos no deben vulnerar el debido proceso y el derecho de defensa que le asiste a su representado. 
· Cuando se interpone un recurso de apelación se tiene la esperanza de que los Magistrados serán minuciosos al evaluar los EMP allegados, los cuales incluso pueden generar dudas a favor del acusado. 
· Dentro de la presente causa se puede emitir un fallo de segunda instancia con el material obrante en el expediente, sin embargo no sería lo justo para el procesado quien tiene derecho a un debido proceso y al derecho de defensa. 
· No son suficientes los EMP allegados por las partes para la reconstrucción del juicio, y por lo tanto considera que es necesario repetir el mismo, pues es muy importante escuchar de nuevo a cada uno de los testigos. 

· Solicitó que se ordenara la repetición del juicio, indicando que no era lo mismo leer unos apuntes a escuchar los registros de las audiencias. 
3. CONSIDERACIONES

3.1 En atención a la situación que se presenta dentro de la presente causa la Sala debe hacer las siguientes consideraciones:

3.2 La Ley 906 de 2004 no contempla de manera expresa una solución para aquellos eventos en los cuales se ha presentado una pérdida de los registros de las audiencias vertidas al interior de un proceso penal. 
3.3 Se presenta una situación diferente frente a los casos tramitados bajo el procedimiento reglado en la ley 600 de 2000, que en su  artículo 155 dispone lo siguiente: 

Artículo 155. Procedencia. Cuando se perdiere o destruyere un expediente en curso o requerido para tramitar una acción de revisión, el funcionario judicial ante quien se tramitaba, deberá practicar todas las diligencias necesarias para lograr su reconstrucción.

Las piezas procesales recogidas en soportes lógicos serán reproducidas y así se hará constar por el servidor judicial.
Con el auxilio de los sujetos procesales, se allegarán copias de las diligencias o providencias que se hubieren expedido; de la misma manera, se solicitarán copias a las entidades oficiales a las que se hayan enviado...”
3.4 Sobre el tema particular, la Corte Suprema de Justicia ha referido que la ausencia de registro no vicia de nulidad lo actuado, si existen otro tipo de registros, como es el caso de las actas, que puedan sustituir los audios y videos de las audiencias, siempre y cuando en las mismas se consigne detalladamente lo acontecido en una diligencia determinada, es decir, que contenga el objeto, el debate y la decisión adoptada dentro de la misma, sin que exista duda alguna sobre la veracidad de lo allí consignado. 
En ese sentido, ese Cuerpo Colegiado en el auto AP4696-2017, radicado 48809 del 24 de julio de 2017, enunció lo siguiente: 

“Siendo ello así, preliminarmente se concluye que ninguna incidencia se deriva del hecho de que no se contara con el audio de la declaración rendida por el testigo Rodney Montilla León, o que no se procediera a su reconstrucción, pues los registros que recogen la actuación se encargan de revelar su contenido en el aspecto que para la defensa resultó trascendente, la cual, en la misma demanda de casación, reconoció el alcance de la referida declaración.

La postura que se viene de exponer, con el fin de demeritar la trascendencia de la irregularidad alegada por el recurrente no es novedosa, pues la Sala ha expresado que lo importante es tener constancia de la existencia de la diligencia y del contenido de la misma, a pesar de la ausencia del registro.

Al efecto, expresó en pretérita oportunidad:

Y en este punto hay que decir que si la vulneración denunciada consiste en la inexistencia parcial del registro, lo cual claramente constituye una irregularidad, también se debe predicar, en primer término, que la consecuencia no es que la privación de la libertad se convierta en ilegal, en tanto la decisión existió, esto es, se produjo como acto procesal, se argumentó una decisión como consecuencia de dos días de debate, y no se puede negar su proferimiento como pretende el accionante. La decisión se tomó y existe, distinto que no se cuente con los registros de su contenido…

(…)

Ahora bien, podría argumentarse que el apoderado judicial de este amparo constitucional no era conocedor de la decisión en tanto no estuvo presente en la audiencia en que se adoptó, para indicar que se ha vulnerado, en relación con su representado, el derecho de impugnar la medida de aseguramiento.

Frente a esta posición resulta lógico señalar que el nuevo defensor asume la actuación en el estado en que se encuentra, de suerte que continúa con el ejercicio de la defensa iniciado por su predecesor; ejercicio en el que el doctor… contaba con tal nivel de conocimiento que precisamente se disponía a sustentar el recurso de apelación interpuesto por su antecesor contra la decisión encarcelatoria, lo cual explicaba su presencia en la audiencia; por lo que no podía aducir que ignoraba el contenido de la decisión, pues concurrió a cuestionarla. (Subrayas fuera de texto. CSJ STP, 22 sep. 2009, rad. 44050. En el mismo sentido, fallo de igual fecha, rad. 44122 y CSJ STP, 15 oct. 2009, rad. 44375)

Así las cosas, es incontrastable que en el caso de la especie no hay lugar a pregonar una irregularidad trascendente, pues si bien no se contó con el audio de la declaración rendida por Rodney Montilla León, lo cierto es que siempre se tuvo clara referencia de su contenido como expresamente lo reconoció el defensor en la demanda de casación, de manera que no hay lugar a declarar la nulidad de la actuación con el fin de reconstruir aquel testimonio.

Conviene agregar que la decisión que el censor trae a colación (CSJ SP, 4 jun. 2014, rad. 41637) para sustentar el cargo por nulidad que se analiza, no se aviene al caso de la especie, por cuanto recoge un supuesto de hecho distinto al que aquí es objeto de juzgamiento, pues al efecto cabe recordar que allí el problema jurídico consistió en “determinar si…. antes de iniciarse la acción penal, debía intentarse la conciliación, y si la omisión de ese trámite constituye nulidad procesal”, de tal manera que en ese asunto, tras intentar conseguir los registros de la formulación de imputación, a los efectos de establecer si se había cumplido el requisito de procedibilidad de la conciliación preprocesal, pues se juzgaba un delito querellable (lesiones personales culposas), se concluyó que el mismo no se había satisfecho y que, a su vez, no se había grabado la audiencia de formulación de imputación, por lo que se llamó la atención a los jueces de control de garantías y de conocimiento para que se aseguraran de que tomaran los registros de las distintas audiencias que celebren.

Como se puede apreciar, es claro que en el caso que se recuerda, la nulidad no devino de la ausencia del registro de una determinada audiencia, sino del hecho de que no se agotó el requisito de procedibilidad de la conciliación preprocesal, el cual es indispensable para poder adelantar válidamente la acción penal cuando se trata de delitos querellables, así que al faltar el mismo, se decretó la nulidad de la actuación desde la formulación de imputación.

De otra parte, tampoco es posible predicar, como lo hace el defensor, que como el Tribunal no tuvo acceso al contenido del testimonio de Rodney Montilla León en razón de que no contó con el audio de la diligencia respectiva, esto lleva a concluir que al procesado Luis Eduardo Sosa Castiblanco se le afectó el derecho de contradicción porque el ad quem, al no conocer su contenido al momento de resolver la apelación contra el fallo, no podía saber si en efecto el citado afirmó que el acusado Sosa Castiblanco frecuentó el café internet para consultar saldos de cuentas bancarias.

Ese cuestionamiento, planteado en los términos que se hace, también se reputa intrascendente, pues a pesar de que el censor lo quiso superlativizar, lo cierto es que, de un lado, lo deja en el simple enunciado, pues no atina a demostrar su incidencia frente a la situación procesal del implicado Sosa Castiblanco y, de otra parte, ignora convenientemente que el ad quem le derivó responsabilidad al citado en otras pruebas, en particular de carácter testimonial, en su orden, en los dichos de Sandra Marcela Laiseca Cardozo, Alba Lucía Rodríguez, Hernán Ayala, Ángela Patricia Hernández, Luis Ernesto Vargas Ayala, Miguel Roberto Buitrago e Iván Giovanny Rodríguez (páginas 20 a 40 del fallo de segundo grado).
Ahora, si bien el censor discute que como no se contó con el audio de la declaración de Rodney Montilla León, entonces no era posible que el Tribunal, al conocer de la apelación presentada por el defensor de Luis Eduardo Sosa Castiblanco, rechazara el argumento de que tal abogado había logrado impugnar la credibilidad del referido testigo, pues no tenía cómo hacer la respectiva confrontación; es claro que con tal postura el censor ignora que el ad quem lo único que hizo fue responder a la crítica planteada en la alzada por dicho defensor, quien —cabe aclarar— en ese instante no cuestionó la falta de registro en el sentido que ahora lo hace el demandante, sino que simplemente se limitó a sostener que no se podía “obtener conclusión alguna razonable de lo declarado por el señor Rodney Montilla León… porque sospechosamente su declaración carece de audio de acuerdo con la grabación que nos fue entregada”
.

Al margen de lo anterior, no puede perderse de vista que el juzgador de segundo grado concluyó que independientemente de la crítica sobre el testimonio de Rodney Montilla León, la misma carecía de incidencia por cuanto “obran plurales pruebas —analizadas— que comprometen la responsabilidad penal del acusado”, las cuales fueron puntualmente identificadas dos párrafos atrás.

De otra parte, si bien el Tribunal, al apreciar el testimonio de Sandra Milena Laiseca Cardozo, aludió a lo que a ésta le informó Rodney Montilla León, ello en modo alguno constituye una irregularidad, pues recuérdese que la citada fue la encargada de ir hasta el café internet del citado declarante, una vez identificó la ubicación de la dirección IP
 desde donde se creó el usuario que luego fue utilizado para consumar el hurto del dinero del Banco GNB Sudameris, en donde el mencionado le refirió la asidua presencia del acusado en ese sitio y que consultaba saldos de cuentas de bancos.

En suma, como el recurrente sustenta en un motivo totalmente intrascendente la nulidad que alega, se impone la inadmisión de la censura que se examina.”
3.5 A su vez esta Colegiatura mediante providencia del 10 de julio de 2012, M.P. Jorge Arturo Castaño Duque, decidió lo siguiente: 

“Esta Sala cuenta con un precedente
 en un caso similar al puesto de presente, en el que no hubo posibilidad de escuchar los registros para efectos de proferir la sentencia de segunda instancia, toda vez que habían sido cercenados o suprimidos en los apartes en donde estaban grabados los testimonios de cuatro agentes; no obstante, el Tribunal no decretó la nulidad a efectos de practicar nuevamente esas pruebas, sino que emitió la decisión de segunda instancia de conformidad con la información válidamente obtenida acerca de lo efectuado en las audiencias (reconstrucción realizada con fundamento en los apuntes o notas que fueron suministradas a esta Sala de decisión por las partes y la señora juez de primera instancia).

Es que incluso ni en las hipótesis contempladas por la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia (ley 270 de 1996 artículos 134 a 139), opera de manera automática la declaratoria de nulidad con la consecuente repetición del juicio, dígase por ejemplo en las situaciones administrativas de traslado, comisión de servicios, comisión especial, licencia, vacaciones, suspensión, retiro por renuncia o por derecho a la pensión, abandono del cargo, revocatoria del nombramiento, terminación de la licencia, destitución o muerte del funcionario judicial que preside la audiencia. Porque en esos eventos, al decir del órgano de cierre en materia penal: “el juez sucesor debe informar a la audiencia la razón de esa novedad y, además examinar, de acuerdo a las particularidades del caso, si es conveniente o no continuar con el desarrollo del juicio en aras de no lesionar las garantías fundamentales de los sujetos procesales y/o la estructura del proceso”
. 

Incluso, en aquellos episodios en los cuales se ha presentado un cambio de juez en el desarrollo del juicio, pero las pruebas practicadas en presencia del primer funcionario no son trascendentales para el sentido del fallo, es decir, el grueso de la prueba, y lo realmente esencial transcurre en presencia del segundo juez, tampoco hay lugar a la aniquilación de la audiencia porque se entiende que las nulidades sólo operan por un aspecto trascendente y allí no existiría la necesidad de reconstruir el juicio dado que el nuevo juez tuvo la oportunidad de conocer en forma personal y directa aquello que le sirve de sustento a la enunciación del sentido del fallo, tal como ocurrió en el presente caso en el que la funcionaria encargada de dictar sentencia ya apreció de manera directa la práctica de las pruebas.

De conformidad con lo discurrido se ordenará la reconstrucción de la parte de los registros del juicio oral que se encuentra inaudible, pero no por medio de la repetición de esos testimonios en el juicio, sino con fundamento en el acta de la audiencia (medio auténtico y válido para dicha reconstrucción), y los apuntes de  las partes y de la señora juez, quien a su vez en la sentencia que profiera dará fe de lo que ante ella ocurrió. Todo lo cual servirá de fundamento para el análisis correspondiente en segunda instancia, en caso de que el fallo sea recurrido.”
 (Subrayado fuera de texto.)
3.6 En el presente caso, el despacho partió de la base de que existía el registro del juicio oral conforme a la certificación de la secretaria del juzgado promiscuo del circuito de Apía, pese a lo cual se advirtió posteriormente que el CD enviado únicamente contenía lo referente a la lectura de la sentencia de primer nivel, por lo cual no se cuenta con la evidencia fílmica o de audio sobre la prueba practicada en el juicio.

3.7 Solución al caso concreto 

3.7.1 Como se expuso anteriormente, en el caso sub examen, las partes fueron convocadas a una audiencia de reconstrucción de la audiencia de juicio oral por inexistencia del registro de ese acto, que resultó fallida, fuera de que no existen copias de esas actuaciones, lo cual se explica por un hecho notorio como la conflagración que consumió las instalaciones de los despachos judiciales del municipio de Apía. 

3.7.2 Previo a dicha diligencia esta Colegiatura ofició a los sujetos procesales intervinientes y a la secretaria del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía para que se sirvieran allegar todo el material que tuviera, bien fuera escritos, notas, grabaciones privadas, sobre los registros del juicio oral celebrado dentro de la causa de la referencia (fl. 98).
3.7.3 La exsecretaria del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía y el delegado de la FGN acataron el requerimiento de la Sala y al respecto se pronunciaron de la siguiente manera: 

3.7.3.1 En ese sentido la doctora Diana Esperanza Cadavid, quien para la fecha en la que se celebró la audiencia de juicio oral fungía como secretaria del despacho de primera instancia, mediante oficio de fecha 31 de octubre de 2017, allegó los apuntes realizados dentro del proceso adelantado en contra del señor Pareja Bermúdez, además los alegatos de conclusión y el sentido del fallo dictado, los cuales conservaba en su computador personal, señalando que luego de realizar la búsqueda respectiva, no halló los registros magnetofónicos de la actuación (fl. 109). 

Respecto al documento aportado por la empleada en comento, esta Sala pudo verificar que en el mismo se encuentran plasmados los siguientes testimonios: i) doctora Karina María Bedoya Pareja Bermúdez, psicóloga; ii) patrullero Duvier Andrés Ureña Vargas; iii) doctor Campo Elías Ochoa Cucaleano, médico adscrito al Instituto Nacional de Medicina Legal; iv) menor JDLD; iv) Luz Mery Correa Flórez, docente del menor; v) la ampliación de la declaración del doctor Campo Elías Ochoa Cucaleano; vi) Aracelly Duarte Duarte, progenitora de la víctima; vii) Alexánder Rueda Vera (enunciado); viii) Marco Tulio Preja, padre del acusado; ix) Yesica Lorena Pareja Bermúdez, hermana del investigado; x) Marìa Amparo Bermúdez Yepes, madre del encartado; xi) y Luis Alberto Pareja Bermúdez, acusado. 
En ese mismo documento se encuentran plasmados los alegatos de conclusión expuestos por la FGN y la defensa, así como la réplica de cada uno de esos sujetos procesales respecto a los argumentos de su adversario. 

También obra el sentido del fallo expedido por el juez de primer nivel. 

3.7.3.2 La FGN allegó copia del expediente que reposa en ese despacho (fl. 115 a 181)
3.8 Ahora bien, si se tiene en cuenta lo plasmado en el acta del juicio oral celebrado el 14 de agosto de 2012, esta Sala encuentra que la misma guarda consonancia con la información que la exempleada del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía halló en su computador personal y que allegó ante el requerimiento efectuado por esta Colegiatura. 
En ese sentido se debe establecer que los apuntes personales de la doctora Diana Esperanza Cadavid, en los que hizo una relación de cada uno de los testigos y transcribió lo narrado por cada uno de ellos, guardan la misma secuencia de la prevista en el acta de audiencia de juicio oral (fl.54 a 56). 
3.9 Es importante señalar que durante la audiencia de reconstrucción a la que fueron convocadas las partes, celebrada el 31 de enero del año en curso, tanto el delegado de la FGN, el apoderado de las víctimas, el Procurador Judicial y la defensa, manifestaron que no tenía reparo alguno respecto a la documentación aportada por quien fungía como secretaria del juzgado de primera instancia y por el representante del ente investigador, de la cual se les dio traslado oportunamente. 
En ese sentido la Sala considera ante la anuencia de las partes respecto al contenido de los documentos arrimados por los sujetos procesales, y específicamente en lo que tiene que ver con los apuntes allegados por quien se desempeñaba como secretaria del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, los mismos pueden ser sometidos a valoración para el proferimiento del respectivo fallo de segunda instancia. 
3.10 Vale la pena señalar que la defensa del señor Luis Alberto Bermúdez Pareja fue el único sujeto procesal que consideró que era necesario repetir la audiencia del juicio oral, con el fin de salvaguardar los derechos al debido proceso y de defensa de su representado, argumentando en dicho sentido que no era igual leer una transliteración de las declaraciones vertidas dentro del proceso, que escucharlas a viva voz. Sin embargo, se advierte que la doctora Miryam Adiela Marín Arboleda no presentó reparo alguno frente al contenido del documento, ni tampoco realizó alguna manifestación en el sentido de que los apuntes allegados por parte de quien fungía como secretaria del juzgado de primera instancia, estuvieran incompletos, tergiversados, fragmentados o cercenados, lo que permite inferir que lo plasmado en ese documento del cual se dio traslado a las partes, contenía de manera fidedigna, lo que aconteció y lo que cada uno de los testigos manifestó durante el desarrollo de la vista pública. 
3.11 Como se expuso en precedencia, el asunto puesto a consideración de esta Sala presenta una connotación especial, ya que: i) el despacho de conocimiento no remitió el CD que contenía la actuación cumplida durante el juicio oral; y ii) la conflagración que destruyó las oficinas de los juzgados del municipio de Apía hizo que se consumieran los expedientes que reposaban en esos despachos, junto con sus respectivos elementos de prueba. 
3.11.1 En consecuencia se advierte que no se cuenta con el registro de la prueba testimonial practicada en el juicio adelantado contra el señor Luis Alberto Pareja Bermúdez y que en ejercicio de sus legítimos derechos como defensora del procesado, su representante no consideró procedente que se dictara el fallo con base en la sinopsis probatoria del juicio oral y con los documentos allegados para la eventual reconstrucción de esa actuación. 
3.11.2 Pese a ello, y teniendo en cuenta que la Sala cuenta con los EMP y EF allegados al juicio, la sinopsis de los testimonios realizada en la sentencia de primera instancia, y además se allegó por parte de la exsecretaria del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, la transcripción de las declaraciones rendidas en el trascurso del juicio oral, documento frente al que las partes no presentaron opicion alguna, tal y como quedó anotado con anterioridad, por lo que esta Colegiatura concluye que en el caso concreto, y variando la posición que se asumió en casos que definitivamente no se pudo acceder a los apuntes o transcripciones que las partes hubieran realizado sobre el juicio oral, en el presente asunto, es posible dictar el fallo de segunda instancia con base en lo consignado en la providencia recurrida y en los apuntes suministrados por la exsecretaria del juzgado de conocimiento, lo que no vulneraría el principio de inmediación conforme a lo expuesto por la SP de la CSJ en Sentencia SP-24302018 (45909 del 28 de junio de 2018, en la que se indicó lo siguiente: 
“En algunos de los apartados de los libelos y en la audiencia de sustentación oral, los defensores coincidieron en sugerir la violación del principio de inmediación por cuenta de la imposibilidad del Tribunal de valorar las pruebas, debido a la falta de aptitud de los registros respectivos para ser reproducidos.

 Una falencia de esa categoría, eventualmente, podría dar lugar a declarar la invalidez de la actuación, siempre que se constate que el juez plural no pudo tener acceso al conocimiento que debía reportarle el acervo probatorio, pues, en esas condiciones, carecería de los elementos mínimos para verificar la validez y legalidad o no de la sentencia de su inferior, cuando ella haya sido impugnada por las partes o intervinientes.

En verdad, de acuerdo con los artículos 9º, 10 y 146 de la Ley 906 de 2004, aunque la actuación es oral, se deben utilizar los medios técnicos disponibles para imprimirle agilidad y garantizar la fidelidad de su registro. Ante la ausencia absoluta o significativa de los mismos, es claro que el control judicial de las decisiones por quien no presenció directamente las pruebas sería imposible, caso en el cual habría lugar a declarar la nulidad de lo actuado a efecto de repetir los actos procesales afectados por tal anomalía. No obstante, si los defectos en las grabaciones no son sustanciales o la pérdida de los registros no abarca la esencia del debate, esto es, si la irregularidad no es trascendente de cara a la decisión proferida, no habrá lugar a dicha declaratoria.

Al respecto, la Sala viene señalando de manera invariable (CSJ AP4353-2014, rad. 38379):

Cabe recordar que la Corte ha dicho, que en los eventos en los que los registros técnicos del trámite del juicio oral no cuenten con un buen audio que permita conocer lo debatido o no se hayan podido recuperar por fallas en el sistema, estas situaciones por sí solas no son suficientes para desechar los medios de convicción que se recogieron en el acto, mucho más, en los eventos en los que las partes e intervinientes no ponen en duda que el evento procesal y probatorio se verificó, como aquí ocurre, donde la misma defensa en su condición de recurrente elabora la censura desde la incuestionable existencia del medio de prueba (CSJ SP,9 dic. 2010, rad. 35391; 11 may. 2011, rad. 35668; y 23 ene. 2013, rad. 40421).

En este caso, no se puede perder de vista que el juzgador de primera instancia, en ejercicio de los principios de inmediación y concentración, intervino en su producción y aducción, dando fe de lo allí ocurrido y en la sentencia de esa instancia incorporó un resumen de lo declarado por la menor víctima, con base en lo percibido personalmente, siendo valorado para sustentar la decisión.

En el caso de la especie, en efecto, se observa que varios de los registros de audio y video que reposan en la actuación, correspondientes al juicio oral donde se practicaron los instrumentos cognoscitivos, adolecen de daños sustanciales que imposibilitan su adecuada reproducción (se encuentran completamente deteriorados, o sólo se percibe la imagen pero no el audio, o este último es ininteligible porque transcurre demasiado lento o rápido o hay fragmentos que no fueron grabados).

Así mismo, es claro que, pese a los múltiples requerimientos realizados por la Corte a las autoridades judiciales de instancias
 y a las partes e intervinientes
 en aras de obtener los discos compactos que permitieran aprehender adecuadamente el desarrollo del juicio, dicho cometido resultó infructuoso, pues informaron que revisados sus equipos no cuentan con algunos de los archivos solicitados y los que existen están en las mismas condiciones deficientes que los adosados al expediente
.

No obstante lo anterior, una verificación exhaustiva de cada uno de los CDs incorporados y de los fallos de instancias, permite colegir que, en los registros que sí admiten ser escuchados constan los instrumentos probatorios más representativos –de cargo y descargo-, tanto así que, la sentencia de segunda instancia transcribe varios de los apartes que le sirvieron de base para emitir condena en contra de los acusados e identifica los minutos exactos de cada una de las respectivas intervenciones.

Del mismo modo, oportuno es anticipar que, pese a que las demandas se orientaron por la senda mediata de la infracción de la ley sustancial, los reclamos, en últimas, no discuten fundamentalmente la fijación de los hechos o la valoración probatoria consignada en el fallo de segundo grado sino la consecuencia jurídica que dejó de aplicar el ad quem, de tal suerte que, en esencia, bastará examinar la base fáctica delimitada por el juzgador plural para definir si se incurrió o no en algún vicio de juicio de carácter trascendente.”
3.11.3 El precedente en cita se ajusta al contexto fáctico del caso, pues si bien es cierto no existen registros de lo acontecido en la audiencia de juicio oral, esta Sala cuenta con la sinopsis de los testimonios plasmados en el fallo de primera instancia, y además fueron allegadas transcripciones y los apuntes de lo narrado por las personas llamadas a declarar, realizados por quien era secretaria de ese despacho para la fecha en la que se desarrolló la vista pública, por lo cual es posible verificar la actuación cumplida en esa fase del proceso, por lo que es posible adoptar cualquier decisión en segunda instancia o en sede de casación, ya que se cuenta con el material probatorio y los apuntes necesarios para conocer el contenido de la intervención de los testigos o peritos que declararon en el juicio. 
En consecuencia, en el presente asunto resultan aplicables las disposiciones del artículo 155 de la Ley 600 de 2000, ya que como se advirtió, se cuentan con “soportes documentales” de las actuaciones que desaparecieron a causa del incendio del despacho, los cuales se encuentran plasmados en la decisión de primer nivel y en documento allegado por la exempleada de esa célula judicial.  

3.12 En ese orden de ideas, hay que manifestar que pese a la ausencia de esos registros magnetofónicos, no existe oposición de ninguna de las partes sobre la síntesis probatoria existente en el fallo recurrido y los apuntes personales y transcripciones allegados por parte de la secretaría del Juzgado Promiscuo Municipal de Apía, frente a los cuales incluso el Delegado del Ministerio Público y defensa, indicaron que no se si avizoraba una falsedad o un ánimo de engañar a los demás sujetos procesales con el contenido de ese documento, fuera de que ninguno de los intervinientes en la audiencia de reconstrucción convocada por esta Colegiatura, como ya se adujo, hubiera referido que el contenido de esos testimonios se encontraba incompletos, alterados o cercenados. 

Lo anterior lleva a concluir que si esta Corporación desatara la apelación de fallo recurrido con base en el contenido de la decisión de primer grado y los documentos allegados por el ente investigador y la exempleada del despacho, no se vería afectado el derecho al debido proceso frente a la valoración de la prueba, ya que se cuenta con los elementos mínimos para establecer si le asistió o no razón al A quo al condenar al señor Luis Alberto Pareja Bermúdez por el delito de acceso carnal abusivo con menor de 14 años agravado.  
Adicionalmente hay que manifestar en torno a lo expuesto por la Defensora del procesado, que sin anticipar ningún juicio sobre el grado de convicción de esos documentos, la referencia que se hizo en la sentencia de primera instancia sobre el testimonio del menor JDLD
,
y los apuntes remitidos por la exsecretaria del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apia, no difieren sustancialmente de lo expuesto en la entrevista rendida a por el citado menor ante la psicóloga Karina María Bedoya González (evidencia 1 FGN)
 y la anamnesis del dictamen que sustentó en el juicio oral el perito del Instituto de Medicina Legal Campo Elías Ochoa Cucaleano (evidencia 2 FGN)
, por lo cual se considera que si esta Corporación desatara la apelación sobre el fallo recurrido con base en el contenido de la decisión de primer grado y los documentos allegados por el ente investigador y la exempleada del despacho, no se vería afectado el derecho al debido proceso frente a la valoración de la prueba, ya que se cuenta con los elementos mínimos para establecer si le asistió o no razón al A quo al condenar al señor Luis Alberto Pareja Bermúdez por el delito de acceso carnal abusivo con menor de 14 años agravado. 

3.13 Por lo anteriormente enunciado se concluye que en el asunto de la referencia resulta innecesaria la repetición de las pruebas practicadas en el juicio oral, y por lo tanto esta Sala procederá a emitir el fallo de segunda instancia que corresponda.  
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR que ante la existencia de la síntesis probatoria plasmada en el fallo recurrido y los apuntes personales y transcripciones allegados por parte de la secretaría del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, resulta innecesaria la repetición de las pruebas practicadas en el juicio oral, y por lo tanto esta Sala procederá a emitir el fallo de segunda instancia que corresponda.

SEGUNDO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra la misma procede recurso de reposición.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Ver folios 108 a 181.


� Folio 205 del cuaderno 4.


� Por las siglas en inglés de Internet Protocol, que es un número único e irrepetible con el cual se identifica una computadora conectada a una red.


� Sentencia del 14-07-06 M.P. Jorge Arturo Castaño Duque, radicado 660016000035-2006-00228-01, determinación que fue avalada por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en pronunciamiento del 08-11-07 M.P. Alfredo Gómez Quintero radicado No. 26411.


� Cfr. C.S.J., casación de 20-01-10, radicación 32196, M.P. Augusto J. Ibañez Guzmán.


� Proceso radicado Nro. 664003189001201100292.


� Cfr. folios 51-52, 57-58, 77-79 del cuaderno de la Corte.


� Cfr. folio 90 ibidem.


� Cfr. folios 55, 61-75, 84-88 ibidem.


� Folios 110 vto y 111y 


� Folio 64


� Folio 46


� Folio 47 
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